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I. Introducción

El marco normativo en materia de violencia contra la mujer propugna su protección integral. En ese camino, el mantenimiento de prácticas judiciales sin perspectiva de género provenientes de los Juzgados con competencia en la materia, y el deficiente funcionamiento de los órganos administrativos creados  para dar cumplimiento a la finalidad de los Tratados de Derechos Humanos, importan una de las causas para el sostenimiento y perpetuación de la violencia en contra de la mujer, replicando la discriminación en una cultura androcéntrica y patriarcal dominante. 

Vastas son las razones que avalan esta situación. Por un lado, con respecto al órgano judicial, en especial la judicatura, encuentran fundamento en cuestiones culturales arraigadas que conforman estereotipos de género y/ó posturas ideológicas que traslucen la tensión entre el paradigma de la igualdad y la vigencia de valores discriminatorios. 

Por el otro, las del órgano administrativo obedecen a la falta de asignación presupuestaria en políticas públicas, fundamentada en determinada ideología subyacente y criterio político de oportunidad.

Desde nuestra práctica como abogadas pertenecientes al Ministerio Público de la Defensa Civil, a diario nos encontramos abocadas a la defensa de los derechos humanos de mujeres en situación de vulnerabilidad víctimas de violencia de género, la mayoría de ellas, con pobreza socio estructural. Nuestro trabajo conecta tanto con la esfera judicial como con la administrativa específica del área. Esto nos ha llevado a recoger distintas experiencias en los dos ámbitos. 

La reconstrucción de experiencias prácticas desde la intervención del Ministerio Público de la Defensa permite vivenciar los obstáculos aludidos; y el dificultoso camino para acceder definitivamente a una vida libre de violencia. 

II. El marco normativo, ideológico y conceptual.

El anclaje normativo sobre el que se ciñe el reconocimiento de los Derechos Humanos de las Mujeres está conformado por los siguientes instrumentos y normativa internacional, nacional y provincial: Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer  (Convención de Belém Do Pará, aprobada por Ley Nacional 24.632), Constituciones Nacional y Provincial, Ley Nacional 24.685 para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en todos los ámbitos en que se desarrollen sus relaciones interpersonales, Ley Nacional 24. 417 de Protección contra la Violencia Familiar, Ley Provincial XV Nº12, Ley Provincial XV Nº 23 de Emergencia Pública en materia de Violencia de Género. 

La teoría crítica del derecho, entiende a éste como práctica social que expresa un discurso, ideológico, que contiene una función paradojal vinculada con una dimensión ideológica y con el poder. 

Ideológica, porque “el discurso jurídico se construye en un entretejido de discursos sociales, aludidos y eludidos en cada tramo de esa construcción…”[footnoteRef:1], y relacionado con el poder, ya que, como señala Ruiz (2009, p. 11): el derecho dota de sentido a las conductas humanas, convierte a los seres humanos en sujetos, convence y se impone a través de las palabras de la ley, faculta a decir o a hacer, consagra quienes son los detentadores reconocidos del poder en el Estado y en la sociedad, establece con qué mecanismos es posible producir efectos jurídicos (en qué condiciones es posible casarse, contratar, reconocer hijos, etc.), es decir que al consagrar una omisión o una acción “está revelando dónde reside el poder y cómo está distribuido en la sociedad”[footnoteRef:2] [1:  Ruiz, Alicia E. C. (2009). Cuestiones acerca de mujeres y derecho. En R. Ávila Santamaría, J. Salgado, y L. Valladares (Comp.). El género en el derecho. Ensayos Críticos (pp. 11). Buenos Aires: Eudeba (2da. Ed.).]  [2:  Ruiz, Alicia E. C. (2009).Derecho, Democracia y teorías críticas al fin del siglo. En Christian Courtis (Comp.). Desde otra mirada. Textos de Teoría Crítica del Derecho (pp. 158). Serie Justicia y Derechos Humanos. Neoconstitucionalismo y Sociedad. Quito, Ecuador: Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.] 


Asimismo, el discurso jurídico al tiempo que legitima las relaciones de poder existentes en una sociedad en un momento determinado, sirve también para su transformación (Ruiz, 2009, p.12). 

Es decir que, el derecho revela funciones tanto conservadoras como renovadoras: a la vez que cumple un rol formalizador y reproductor de las relaciones establecidas, también cumple un rol en la remoción y transformación de tales relaciones. El derecho posee, a la vez, una función conservadora y una función renovadora.[footnoteRef:3]   [3:  Cárcova, Carlos  María (1991). Las funciones del derecho. En AA.VV., Materiales para una Teoría Crítica del Derecho. Buenos Aires: Abeledo Perrot] 


Es en este marco de pensamiento, que llegamos a comprender que el derecho construye el concepto de género, no sólo en el plano normativo, sino además, a través de sus prácticas judiciales[footnoteRef:4]. [4:  Birgin, Haydée, (2000). Introducción. En Birgin, Haydée (comp.) El Derecho en el Género y el Género en el Derecho. Buenos Aires: Ed. Biblos.] 


Cabe recordar cuando aludimos al concepto de género, que nos referimos a una categoría de análisis, que nos permite deconstruir las desigualdades entre mujeres y varones, jerarquizadas en torno a diferencias que sostienen y perpetuán el dominio de éstos por sobre aquellas, construido como molde de estructuras sociales y de poder.

Hemos hecho referencia en la introducción a la situación de pobreza socio-estructural  que atraviesan muchas mujeres que acuden al servicio de justicia o son llamadas por el sistema a tratar alguna problemática relacionada a sus vidas y sus familias. Entendemos que en estos casos de doble vulnerabilidad, no se juzga con perspectiva de género cuando se carece de un abordaje integral de cobertura y satisfacción de DESC con estrecha vinculación en cuestiones de género. Ambas aristas corren de la mano, se entrelazan y contribuyen a alentar o desalentar según la eficiencia de su tratamiento coordinado, o su carencia, el empoderamiento o desapoderamiento de las mujeres, en la construcción de un cambio y un camino alternativo para el logro de una vida libre de violencia. He aquí la protección integral. Proclamada y olvidada. Dicha y no hecha. Deseada y no cumplida.

El Informe 2016 sobre Derechos Humanos en la Argentina realizado por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS)[footnoteRef:5], plantea la disyuntiva que atraviesa el sistema de justicia en sus intervenciones ante situaciones en las que está en juego si se promueve el reconocimiento de derechos o se profundizan las diferencias económicas y sociales entre quienes utilizan el sistema, es decir entre la transformación de prácticas judiciales discriminatorias y desiguales o si se las consolida.  [5:  Centro de Estudios Legales y Sociales  (CELS), (2016). El acceso a la Justicia como una cuestión de derechos humanos (p. 271-293). En Derechos Humanos en la Argentina. Informe 2016. CABA: Siglo Veintiuno Ed. ] 


Tal como se pone de manifiesto en el Informe precitado: “El Poder Judicial tiende a ignorar las manifestaciones de problemas estructurales profundos” (p.274). “El abordaje judicial de los conflictos suele no tener en cuenta el contexto, y este aislamiento de las situaciones particulares tiene consecuencias a la hora de establecer los hechos que deben acreditarse, la normativa que se debe aplicar y las sanciones que corresponden para prevenir su repetición” (CELS, 2016, p. 275) 

Como señala uno de los lineamientos del Informe: “Si no se tienen en cuenta las condiciones en las que se encuentran las personas que se presentan ante el Poder Judicial, los procedimientos judiciales pueden cristalizar desigualdades y dificultar o impedir planteos”. (CELS, 2016, p. 278).
 
Por lo tanto, en el cumplimiento de sus funciones, el rol que desempeñan las juezas y los jueces, no resulta inocente a la hora de signar la vida de los justiciables. En particular,  dentro del derecho familiar,  su perspectiva ha de ser fundamentalmente humanista, es decir, que su intervención ha de definir y delinear los derechos humanos más esenciales, su calidad de vida y su futuro. Hay un antes y un después de atravesar el derrotero judicial para dirimir los conflictos interpersonales basados en relaciones asimétricas de género, como la satisfacción de los derechos humanos (sociales, económicos y culturales) fundamentales. Y en ese tránsito, debemos aspirar a que las personas encuentren un mejor estado- más igualitario, de reconstrucción de derechos- que aquel en el que se encontraba antes de acceder al sistema judicial.
 
Tal como señala Duquelsky “La sujeción del juez a la ley ya no es sujeción a la letra de la ley, cualquiera sea su significado, sino sujeción a la ley en cuanto válida, coherente con la constitución. En este papel del juez como garante de los derechos fundamentales se basa la legitimación democrática de la jurisdicción.”[footnoteRef:6] [6:  Duquelsky Goméz, Diego J. El rol del juez en una sociedad democrática. Recuperado de: http://www.ub.edu/dretaldret/documentos/Duquelsky_sobre_jueces.pdf

] 


En este sentido, el Código Civil y Comercial Unificado de la Nación, luego de la Reforma del año 2015,  señala a los Juzgadores los lineamientos a los que obligatoriamente deben someter sus fallos, entre ellos la obligación de efectuar el debido control de constitucionalidad y convencionalidad y el de fundar sus sentencias. 
 Este marco legal, esta obligación de quienes tienen a su cargo la tarea de juzgar y decidir, pretende limitar en la mayor medida de lo posible, los sesgos interpretativos devenidos de la propia humanidad del acto “político-ideológico” jurisdiccional, en un marco garantista con respecto a quien detenta el uso de tan magnífica potestad.

Sin embargo, aún así, nos hallamos con múltiples dificultades y complejidades, que es preciso develar, que es preciso exaltar en una minuciosa tarea de deconstrucción entre discurso y práctica, proclamaciones formales y efectivo ejercicio de derechos reales. 

II.  Obstáculos para acceder a una vida libre de violencia en los ámbitos judicial y administrativo:

1. La práctica judicial y la jurisprudencia local, un discurso desprovisto de eficacia. 

Como primer obstáculo en el logro de la premisa fundamental de asegurar a las mujeres una vida libre de violencia, encontramos: el mantenimiento de prácticas judiciales sin perspectiva de género, que resulta un obstáculo a la hora de restaurar los derechos que se encuentran vulnerados.
Consideramos que las razones que avalan esta situación encuentran  su sustento, por un lado, en cuestiones culturales arraigadas, inconsciente ó conscientemente, en estereotipos de género y por el otro, en posturas ideológicas, que traslucen la tensión entre el paradigma de la igualdad y la vigencia de valores discriminatorios.  
En este  sentido, vastos son los ejemplos cotidianos a los que nos enfrentamos, frente a jueces de primera instancia, o aún de segunda, que adoptan decisiones con una visión restrictiva de derechos, en contraposición, no sólo con las leyes de la materia, sino principalmente, con los artículos 1, 2 y 3 del Código Civil y Comercial de la Nación, que obligan a los juzgadores a brindar una solución adecuada a cada situación particular y debidamente fundada, lograda a través de una interpretación integradora y coherente del ordenamiento jurídico que respete los principios generales del derecho, y las normas jerarquía nacional  e internacional.

Así enmarcados, sin embargo, en respuesta  a requerimientos puntuales encaminados a desentramar caminos de sesgo androcéntricos, y para los cuales los jueces específicamente, en materia de violencia, se hayan no sólo facultados sino obligados por ser integrantes de uno de los órganos del Estado, proveen resoluciones anquilosadas que revelan ausencia de perspectiva de género, propiciando con ello la perpetuidad del ciclo violento.
   
     A modo de ejemplos de estas resoluciones, manteniendo  la reserva de la identidad de las partes, cabe mencionar en nuestra jurisdicción:

-El no proveimiento de alimentos provisorios, con exigencia de acreditación del caudal económico del denunciado. En los autos: B, L. E. C/ W, E. J S/ VIOLENCIA FAMILIAR Expte. N° 504/18 (Juzgado de Familia N° 3), se dispuso: “…3) A la solicitud efectuada, previamente, hágase saber a la accionante que deberá acreditar el vinculo filiatorio denunciado y asimismo acreditar mínimamente el caudal económico del alimentante.- 4) Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, en caso de corresponder, líbrese oficio a la empresa … a fin de hacerle saber que deberá acompañar copia certificada de los últimos TRES (3) recibos de haberes del Sr….”

El extracto transcripto, da cuenta de una clara afectación del principio de tutela judicial efectiva, pues el retraso injustificado en la resolución de la cuestión alimentaria de un grupo familiar afectado por violencia familiar, entendemos, agrava su situación de vulnerabilidad. 

En situaciones análogas a la mencionada, pero con denunciados precarizados laboralmente, se ha ordenado libramiento de oficio a “Anses”, para determinar su situación, previo a fijar alimentos provisorios, aun habiendo sido puesto en conocimiento por la propia víctima, en su denuncia, la situación de informalidad laboral de su pareja. En este caso, el daño generado es más gravoso, que el comentado anteriormente, pues la falta de registración laboral, opera como aval para el incumplimiento alimentario de quien está obligado a ello. No se fija cuota,  no hay empleadora, no hay alimentos provisorios.

-Por otro lado, se ha exigido, previa intimación a ordenar la restitución a la víctima de un bien mueble registrable, la acreditación por su parte de su titularidad. Respecto de esta temática, recientemente en los autos: “V, M. del Valle  c/ C, R. A. s/  VIOLENCIA FAMILIAR Expte. N° 1240/17 (Juzgado de Familia N° 3), en primera instancia, ante la petición de intimación a la entrega de un vehículo de propiedad de la víctima, la A Quo dispuso, “…5) Sin perjuicio de las medidas dispuestas, respecto a lo solicitado en el punto 2), hágase saber a las partes, que las medidas adoptadas en los procesos de violencia familiar resultan de carácter meramente provisorio, no resultando ésta la vía para liquidar o dividir bienes pertenecientes a la unión convivencial, para lo cual deberán recurrir los interesados por las vías pertinentes…”
 
Dicha providencia fue apelada, y revocada mediante Sentencia INTERLOCUTORIA CR S.I. Nº 029/2018 de fecha 21 de marzo de 2018, con fundamentos basados en el análisis profundo y enfocado desde la perspectiva de género que obligadamente debe realizar el Juzgador. La parte resolutiva textualmente señala: “…Se revocará el rechazo in limine de la petición formulada a fs. 16/16 vta. y se establece que con carácter previo a su tratamiento, se deberán acreditar la titularidad del rodado y adoptar las demás medidas que fueran menester para tutelar el interés de la víctima.”

Como se observa ni siquiera en la Sentencia de Cámara, se ordena la inmediata restitución del bien en cuestión, sino que se obliga a acreditar previamente su titularidad, cuando el derecho de propiedad no es óbice, para que el denunciado sea quien use y goce de un bien que formaba parte de los bienes convivenciales; y del cual dispuso arbitrariamente de manera violenta.

Por otro lado, es usual la fijación en el marco de procesos de violencia de audiencias conciliatorias “obligatorias” para las partes, requeridas a petición del violento, sin tener en consideración la revictimización que ello implica por su posición desventajosa y desequilibrio de poder reinante; o aún peor, el reenvío del planteo de una cuestión de violencia a una instancia extrajudicial de avenimiento. Así en los autos: “M, S. N.  C/  L, J. L.  S/  VIOLENCIA FAMILIAR, Expte. N°347/17 (Juzgado de Flia N°  2) se dispuso ante la petición de fijación de alimentos provisorios para la cónyuge,“3) A lo demás solicitado ocurra por la vía de avenimiento.” 

La gravedad mencionada radica en la violación de los principios generales del derecho de familia en cuanto a la concentración, inmediación y celeridad procesal, amén del apartamiento de la normativa vigente en violencia familiar y de género.

A todo ello, podemos agregar, el exiguo plazo de vigencia de las medidas, algunas de ellas son dictadas por el plazo de 15 ó 30 días; aún tratándose de exclusiones del hogar, atribución del hogar familiar, cuidados personales y guarda otorgada a abuelos, tíos o parientes en general. En los autos: “COMISARIA DE LA MUJER ZONA NORTE (P, V. A. C/ G., E, S/ Denuncia Violencia Familiar  Expte. N° 241/18 –Juzgado de Familia N° 1; se proveyó; “… Decretar provisionalmente y por el término de UN (1) MES, la EXCLUSION, del Sr. E. G., DNI desconocido, del hogar sito en …. de esta ciudad, quien deberá retirarse del mismo inmediatamente una vez notificado de la presente bajo apercibimiento de realizarse de manera compulsiva con auxilio de la fuerza pública y de remitir las actuaciones a la Justicia penal por averiguación del delito de desobediencia a una orden judicial conforme lo previsto por el. Art. 9 incs. a) y último párrafo de la Ley XV N° 12 del Digesto Jurídico de la Pcia. del Chubut, B) la PROHIBICIÓN DE ACCESO Y ACERCAMIENTO inclusive DE COMUNICACIONES TELEFONICAS Y ELECTRONICAS del Sr. E. G, DNI desconocido, hacia la señora Sra. V. A. P., DNI….3, y a su domicilio sito en …. de esta ciudad, como así también a los lugares de trabajo, estudio o cualquier otro donde la denunciante desarrolle alguna actividad habitual, por el término de UN (1) MES…”, bajo apercibimiento de aplicar una MULTA de PESOS CUATRO MIL ($ 4.000) en caso de incumplimiento y de remitir las presentes actuaciones a la Justicia Penal…” y en  los autos: “COMISARIA DE LA MUJER ZONA SUR (B. H.V C/ HERRERA, V. M) S/ DENUNCIA VIOLENCIA FAMILIAR Expte N° 226/18- “…a) Decretar provisionalmente y por el término de QUINCE (15) DIAS la PROHIBICIÓN DE ACCESO y ACERCAMIENTO de la Sra. V. M. H. DNI N° …, hacia la joven V. B. H. D.N.I. N° …… y a su domicilio sito en calle …. de esta ciudad; e inclusive se prohíbe, su acercamiento en la vía pública; como así también a los lugares de trabajo, estudio o cualquier otro donde la actora desarrolle alguna actividad habitual de conformidad con lo dispuesto por el art. 9 inc. b) de la Ley XV N° 12.-,).

También podemos mencionar, la falta de adopción de medidas de arresto decretadas en sede civil por incumplimientos sucesivos a las medidas vigentes.

2. El ámbito administrativo, una serie de promesas incumplidas. 

En el ámbito administrativo, advertimos un deficiente funcionamiento de los organismos creados  para dar cumplimiento a la finalidad de los Tratados de Derechos Humanos, que importan el sostenimiento y perpetuación de la violencia en contra de la mujer. Entre sus causas, se encuentra fundamentalmente la falta de asignación presupuestaria en políticas públicas, fundamentada en determinada ideología subyacente y en el criterio político de oportunidad. 
 Estas causas impactan directamente en el cumplimiento de los compromisos asumidos por el  Estado democrático, al rubricar los instrumentos internacionales, de generar acciones positivas concretas encaminadas a que los ciudadanos gocen en plenitud de sus derechos humanos básicos y  que se dejen de lado, prácticas regresivas.    
Son claros ejemplos de esta situación,  la ausencia de recursos humanos en cantidad y calidad adecuada en cuanto capacitación y formación respecto de la problemática de que se trata, la insuficiencia de los recursos económicos destinados a las áreas sociales, la carencia de programas y planes específicos o la precaria existencia de los mismos (nos referimos a aquellos que existen formalmente como tales, pero no se implementan en la realidad), como así también la inadecuada infraestructura diseñada para que las instituciones den respuesta a las necesidades de los más vulnerables.  
Desde el Ministerio Público de la Defensa, en innumerables oportunidades peticionamos extrajudicialmente, la cobertura asistencial a requirentes atravesadas por cuestiones de violencia de género y familiar enmarcadas en pobreza socioestructural, mediante el envío de notas remitidas a entes municipales y provinciales, competentes y, lo cierto es que las respuestas sólo resultan “paleativas”. Así en los siguientes casos: Y.A;L (Nota N° 1000/18 dirigida a Desarrollo Humano y Familia; L,J. L.(Nota N°1207/18); C; M.R.(Nota N°1123/18); C,V.M. (Nota N° 1131/18), se dispuso la entrega de alimentos secos hasta la entrega de tarjeta social, la cual vale decir, representan la suma de PESOS SEISCIENTOS CINCUENTA ($670.-) para la adquisición de determinadas mercaderías. El día 27 de agosto de este año, el gobierno provincial anunció el aumento de la tarjeta social que alcanza a más de diez mil familias, al monto de PESOS UN MIL ($1000.-).Asimismo, en situaciones análogas sea ha dispuesto la entrega de un subsidio por dos meses de PESOS TRES MIL ($3000.-).Ello ha ocurrido en la situación planteada por la señora R, J.E. mediante Nota N° 900/18. 
Por otro lado ubicándonos ahora en la esfera judicial, hemos requerido, en virtud de la Ley Provincial XV N° 23, el libramiento a Dirección General de Género y Equidad, a fin de que haga efectivo el subsidio para alquiler que prevé la mencionada normativa, sin embargo, en lo que va del presente año, en ninguna de las situaciones se ha concretado la misma, limitándose a requerir la oficiada, una serie de documentación a fin evaluar la situación familiar, entre la que se incluye un informe socioambiental que debe ser requerido al Servicio Social del ministerio.       
       También en sede judicial se ha requerido se oficie al Ministerio de Familia y Promoción Social y Secretaría de Desarrollo Humano y Familia, a fin de que confeccionen de manera conjunta un plan interdisciplinario de salvaguarda de derechos, obteniendo como contestación sólo respuestas inconexas y particulares de cada institución, que demuestran la falta de trabajo coordinado. Ellas entonces, han resultado ineficaces. Como casos paradigmáticos mencionamos: “A; M.G C/ R; W.A. S/ VIOLENCIA FAMILIAR” EXPTE. N° 452/14  y “T; J. C/A; S.A.S/ VIOLENCIA FAMILIAR EXPTE. N° 934/16, ambos tramitados ante el Juzgado de  Familia N° 1,  
De lo expuesto en los apartados anteriores, surge nítidamente que un obstáculo central en la consecución de la finalidad de garantizar a las mujeres una vida libre de violencia, reside en la gran ausencia de complementariedad  y afectación del principio de integralidad, entre las decisiones adoptadas en el ámbito judicial y su implementación  en el ámbito administrativo, cuyo cumplimiento conduciría a una resolución eficaz de las problemáticas planteadas.

III. Conclusiones.

Es en la exhaustiva tarea de deconstruir el discurso jurídico de los derechos proclamados en las resoluciones judiciales, frente a la realización efectiva de los mismos en el plano de la efectividad, donde ubicamos uno de los principales ejes de nuestro quehacer como operadores del derecho.

Consideramos imprescindible un genuino llamamiento al ejercicio de nuestro derecho a la ciudadanía, interpelando a los órganos administrativos y judiciales, en un marco de derechos  que deben resultar disponibles como, entre otros, el fácil e inmediato acceso a la información, el derecho a exigir la implementación real de las políticas públicas que se diseñan y se anuncian mediante la utilización del presupuesto público. 

 Ello, debe darse en un marco de reconocimiento y deconstrucción de las desigualdades de género, que han socavado la dignidad y la humanidad de las mujeres, ubicándolas en un plano de inferioridad entre las jerarquías del dominio patriarcal. Asimismo, es necesario advertir, la interseccionalidad de las numerosas cuestiones que impiden en los hechos la posibilidad de una verdadera salida y construcción de autonomía. No se mira la interrelación, no se mira la interdependecia, la interseccionalidad. No se ve la complejidad de la cuestión ni la naturaleza compleja de su abordaje. 

Hemos ilustrado, en la limitada extensión de esta presentación, los obstáculos reales que se presentan en la práctica judicial, asimismo, hemos delineado, una serie de obstrucciones al acceso real a los derechos en el ámbito administrativo, y finalmente hemos señalado, la carencia y la necesidad de complementariedad e interrelación entre los dos ámbitos, a fin de dar una respuesta efectiva y eficaz que implique verdaderamente un cumplimiento de todos los compromisos asumidos por el Estado para erradicar la violencia, y lograr una vida plena en la que las desigualdades entre hombres y mujeres definitivamente desaparezcan. 

En este marco de expectativas y de realidades, consideramos positivamente, que así como los grandes cambios históricamente han sido el resultado de significativas  transformaciones precedidas todas ellas por intensos debates intelectuales, sociales , culturales , políticos y económicos, que sembraron sus frutos, así, en la persistencia de los reclamos para restaurar  los derechos vulnerados de las mujeres víctimas de violencia de género y familiar, nos encaminaremos lento pero seguro al cumplimiento de la premisa  perseguida, cual es una vida libre de violencia. 
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